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Para la aplicación de los premios de centena se entenderá que si cual-
quiera de los premios primero o segundo correspondiera, por ejemplo,
al número 25, se considerarán agraciados los 99 números restantes de
la misma, es decir, desde el 00 al 24 y desde el 26 al 99.

Tendrán derecho a premio de 100.000 pesetas los billetes cuyas tres
últimas cifras sean iguales y estén igualmente dispuestas que las del número
que obtenga el premio primero; a premio de 50.000 pesetas, aquellos billetes
cuyas dos últimas cifras coincidan, en orden y numeración, con las del
que obtenga dicho primer premio y, finalmente, tendrán derecho al rein-
tegro de su precio cada uno de los billetes cuya cifra final sea igual a
la última cifra del número agraciado con el repetido primer premio.

De los premios de centenas, terminaciones y reintegros ha de enten-
derse que quedan exceptuados los números de los que, respectivamente,
se deriven, agraciados con los premios primero y segundo.

Asimismo, tendrán derecho al reintegro de su precio todos los billetes
cuya última cifra coincida con las que se obtengan en las dos extracciones
especiales, que se realizarán del bombo de las unidades.

Premio especial al décimo

Para proceder a la adjudicación del premio especial a la fracción, se
extraerá simultáneamente una bola de dos de los bombos del sorteo que
determinarán, respectivamente, la fracción agraciada y la serie a que
corresponde.

Ha de tenerse en cuenta que si en cualquiera de las extracciones la
bola representativa de la fracción o de la serie fuera el 0, se entenderá
que corresponde a la 10.a

Este premio especial al décimo, de 490.000.000 de pesetas para una
sola fracción de uno de los diez billetes agraciados con el primer premio,
será adjudicado a continuación de determinarse dicho primer premio.

El sorteo se efectuará con las solemnidades previstas en la Instrucción
del Ramo. En la propia forma se hará después un sorteo especial para
adjudicar la subvención a uno de los establecimientos benéficos de la pobla-
ción donde se celebre el sorteo. Dicho sorteo especial quedará aplazado
si en el momento de la celebración del que se anuncia se desconocen los
establecimientos que puedan tener derecho a la mencionada subvención.

Estos actos serán públicos, y los concurrentes interesados en el sorteo
tendrán derecho, con la venia del Presidente, a hacer observaciones sobre
dudas que tengan respecto a las operaciones del mismo.

Efectuado el sorteo, se expondrá al público la lista oficial de las extrac-
ciones realizadas y la lista acumulada ordenada por terminaciones.

Pago de premios

Los premios inferiores a 5.000.000 de pesetas por billete podrán cobrar-
se en cualquier Administración de Loterías.

Los iguales o superiores a dicha cifra se cobrarán, necesariamente,
a través de las oficinas bancarias autorizadas, directamente por el inte-
resado o a través de Bancos o Cajas de Ahorro, y en presencia del Admi-
nistrador expendedor del billete premiado.

Los premios serán hechos efectivos en cuanto sea conocido el resultado
del sorteo a que correspondan y sin más demora que la precisa para prac-
ticar la correspondiente liquidación y la que exija la provisión de fondos
cuando no alcancen los que en la Administración pagadora existan dis-
ponibles.

Madrid, 16 de enero de 1999.—El Director general, Luis Perezagua
Clamagirand.

1432 RESOLUCIÓN de 31 de diciembre de 1998, de la Interven-
ción General de la Administración del Estado, por la que
se autoriza a la Agencia Estatal de la Administración Tri-
butaria para la utilización de una cuenta de primer orden
no recogida en el Plan General de Contabilidad Pública.

El artículo 103 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1991, crea la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, sujeta al régimen de Contabilidad Pública, y atribuye a la Inter-
vención General de la Administración del Estado (IGAE) la aprobación
de los principios y reglas contables a los que debe someterse la Agencia.

La Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional
del Estado, aprobada por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda
de 1 de febrero de 1996, al establecer en su regla 1 el ámbito de aplicación
de la misma, señala que además de ser de aplicación a los organismos

autónomos del Estado, es aplicable a aquellos Entes Públicos de los pre-
vistos en el artículo 6.5 del texto refundido de la Ley General Presupues-
taria, de acuerdo con lo que se disponga en su normativa específica, entre
los que se encuentra la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Asimismo, la citada Instrucción Contable establece en su regla 3 que
la contabilidad de las entidades incluidas dentro de su ámbito de aplicación
se llevará por el método de partida doble, debiendo ajustarse al Plan Gene-
ral de Contabilidad Pública, aprobado por Orden del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda de 6 de mayo de 1994. Señalando, a continuación en
la misma regla, que las anotaciones contables se realizarán utilizando el
desarrollo en cuentas de primer orden (tres dígitos) previsto en el cuadro
de cuentas contenido en su parte segunda y que la utilización de cuentas
de primer orden no recogidas en el PGCP requerirá autorización expresa
de la Intervención General de la Administración del Estado.

Por ello, a solicitud de la Agencia Estatal de Administración Tributaria,
esta Intervención General haciendo uso de las facultades conferidas por
las citadas disposiciones, tiene a bien resolver:

Se autoriza a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria para
la utilización de la cuenta 414 «Entes Públicos acreedores por la recau-
dación de tributos» que tendrá la definición y movimiento que a conti-
nuación se detalla:

414. Entes Públicos acreedores por la recaudación de tributos.

Cuenta acreedora que recoge las deudas con otros Entes Públicos como
consecuencia de la prestación por parte del Ente Público, sujeto de la
contabilidad, del servicio de recaudación de recursos tributarios cuya titu-
laridad corresponde a aquéllos.

Figurará en el Pasivo del Balance.
El movimiento de esta cuenta es el siguiente:

a) Se abonará, por los cobros que se produzcan, con cargo, gene-
ralmente a la cuenta 554 «Cobros pendientes de aplicación».

b) Se cargará con abono a cuentas del subgrupo 57 «Tesorería» por
los pagos a los Entes Públicos acreedores de los tributos recaudados.

Su saldo, acreedor, recogerá la deuda de la Entidad Pública, sujeto
de la contabilidad, con los distintos Entes Públicos a los que les preste
el servicio de recaudación.

Madrid, 31 de diciembre de 1998.—El Interventor general, Rafael Muñoz
López-Carmona.

Excmo. Sr. Presidente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

MINISTERIO DE FOMENTO

1433 ORDEN de 2 de diciembre de 1998 por la que se amplía
la demarcación territorial de Avilés-Castrillón-Corvera de
Asturias, constituida para la prestación del servicio públi-
co de telecomunicaciones por cable, y se modifican las con-
cesiones otorgadas en la misma.

La Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de las Telecomunicaciones por
Cable, modificada parcialmente por la Ley 12/1997, de 24 de abril, de
Liberalización de las Telecomunicaciones, establece el régimen jurídico
del servicio público de telecomunicaciones por cable y de las redes que
le sirven de soporte. En aplicación y desarrollo de la mencionada Ley,
el Real Decreto 2066/1996, de 13 de septiembre, aprueba el Reglamento
Técnico y de Prestación del Servicio de Telecomunicaciones por Cable.

La Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones («Boletín
Oficial del Estado» número 99, del 25), deroga la Ley 42/1995, de 22 de
diciembre, de las Telecomunicaciones por Cable, excepto en lo relativo
al servicio de difusión de televisión.

No obstante, el apartado 8 de la disposición transitoria primera de
la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, establece
que los procedimientos iniciados antes de su entrada en vigor continuarán
tramitándose hasta el 31 de diciembre de 1998, de conformidad con lo
dispuesto en la normativa anteriormente vigente.

El apartado 1 del artículo 2 de la Ley 42/1995, de 22 de diciembre,
de las Telecomunicaciones por Cable, dispone que el servicio de teleco-
municaciones por cable se prestará por demarcaciones territoriales, defi-
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nidas éstas como el ámbito territorial continuo en el que un operador
de cable puede prestar el servicio de telecomunicaciones por cable.

La aprobación y alteración de las demarcaciones territoriales, según
los apartados 3 y 4 del mencionado artículo 2 de la Ley 42/1995, corres-
ponde a los Ayuntamientos respectivos, las Comunidades Autónomas o
el Ministerio de Fomento, en función de la extensión de la demarcación
y de si ésta abarca o no a más de una Comunidad Autónoma.

No obstante, en la medida en que el servicio de telecomunicaciones
por cable ha quedado configurado como un servicio público de titularidad
estatal, la propia Ley 42/1995, ante la posible inactividad en este ámbito
de los Ayuntamientos o Comunidades Autónomas, ha establecido el pro-
cedimiento oportuno para que por parte del Ministerio de Fomento se
adscriba a una demarcación territorial para la prestación del servicio de
telecomunicaciones por cable a los municipios que no forman parte de
ninguna de ellas, ya sea estableciendo nuevas demarcaciones, ya sea
ampliando las ya existentes.

En tal sentido, el apartado 5 del ya citado artículo 2 de la Ley 42/1995
dispone que, a partir del 1 de enero de 1998, el Ministerio de Fomento,
previo informe de las Comunidades Autónomas afectadas, podrá establecer
nuevas demarcaciones o ampliar las existentes para la prestación del
servicio de telecomunicaciones por cable, a partir de los municipios que
en esa fecha no formasen parte de ninguna demarcación. Las demarca-
ciones así formadas o modificadas no estarán sujetas a los límites esta-
blecidos en el apartado 2 del artículo mencionado.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
se han constituido las demarcaciones territoriales de Oviedo (delimitada
por el término municipal del Ayuntamiento de Oviedo), Gijón (delimitada
por el término municipal del Ayuntamiento de Gijón) y Avilés-Castri-
llón-Corvera de Asturias (delimitada por los términos municipales de los
tres Ayuntamientos de Avilés, Castrillón y Corvera de Asturias). El con-
curso de la demarcación territorial de Avilés-Castrillón-Corvera de Asturias
fue convocado por Orden de 24 de julio de 1997 («Boletín Oficial del Estado»
número 187, de 6 de agosto) y resuelto por la Orden de 14 de enero
de 1998 («Boletín Oficial del Estado» número 35, de 10 de febrero), por
la que se adjudicaba la concesión del servicio de telecomunicaciones por
cable a la sociedad «Telecable de Avilés, Sociedad Anónima», así como
se ha verificado mediante Orden de 13 de noviembre de 1997 («Boletín
Oficial del Estado» número 290, de 4 de diciembre) el cumplimiento de
los requisitos y condiciones exigidos a «Telefónica, Sociedad Anónima»,
para obtener y ejercitar el derecho a la prestación del servicio público
de telecomunicaciones por cable en dicha demarcación territorial.

Por todo ello, en virtud de la habilitación contenida en el apartado 5
del artículo 2 de la Ley 42/1995, y una vez que se ha cumplido la fecha
indicada en dicho apartado, el 1 de enero de 1998, procede la ampliación
de la demarcación territorial de Avilés-Castrillón-Corvera de Asturias, a
los municipios que figuran como anexo de esta Orden, y, en consecuencia,
la modificación de las concesiones otorgadas en la citada demarcación.

En su virtud, resuelvo:

Primero.—Ampliar la demarcación territorial de Avilés-Castrillón-Cor-
vera de Asturias, constituida para la prestación del servicio de teleco-
municaciones por cable, pasando a denominarse desde este momento
demarcación territorial de Asturias Centro, a los municipios que figuran
como anexo de esta Orden.

Segundo.—Modificar los contratos administrativos de concesión que han
sido formalizados para la prestación del servicio público de telecomuni-
caciones por cable en la demarcación territorial de Avilés-Castrillón-Cor-
vera de Asturias, en los siguientes términos:

1.o La demarcación territorial, a tenor de la ampliación efectuada
por la presente Orden, cambia su adscripción a la categoría B, en virtud
de lo dispuesto en el artículo 6 del Reglamento Técnico y de Prestación
del Servicio de Telecomunicaciones por Cable, puesto que la población
total de la demarcación ampliada asciende a la cifra de 368.925 habitantes.

2.o Los concesionarios del servicio de telecomunicaciones por cable
existentes en la demarcación territorial, como consecuencia del punto ante-
rior, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 12.1.a) y c) del Reglamento
Técnico y de Prestación del Servicio de Telecomunicaciones por Cable,
deberán poseer un capital social mínimo de 400.000.000 de pesetas, estando
obligados a tener suscrito y desembolsado el 50 por 100 del capital mínimo
exigible en el momento de la firma de la presente modificación del contrato
concesional y el otro 50 por 100 dos años después, todo ello sin perjuicio
de la posible aplicación de la previsión establecida en el artículo 12.1.d)
del Reglamento Técnico y de Prestación del Servicio de Telecomunicaciones
por Cable.

3.o El plazo de duración de las concesiones, en toda la extensión
de la demarcación territorial, incluida el área geográfica delimitada por
la zona ampliada de la demarcación efectuada por la presente Orden,
es de veinticinco años, contados desde la fecha de formalización de los
contratos concesionales, prorrogable por períodos sucesivos de cinco años,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento Técnico
y de Prestación del Servicio de Telecomunicaciones por Cable.

4.o La inversión mínima exigible a los concesionarios, para la explo-
tación del servicio de telecomunicaciones por cable en el ámbito geográfico
en el que se amplía la demarcación territorial, será de 150.000.000 de
pesetas.

5.o Los concesionarios, como consecuencia del punto anterior, están
obligados a ampliar la garantía definitiva actual en la cuantía de 6.000.000
de pesetas en el plazo de un mes, contado desde la publicación de esta
Orden, con lo que la garantía definitiva constituida en la Caja General
de Depósitos o en sus sucursales, a disposición del Ministro de Fomento,
para la prestación del servicio de telecomunicaciones por cable en la demar-
cación territorial ampliada mediante la presente Orden ascenderá a la
cuantía total de 66.000.000 de pesetas, que supone el 4 por 100 de la
inversión total mínima exigible.

6.o La cobertura del área geográfica delimitada por la zona ampliada
de la demarcación territorial efectuada por la presente Orden deberá com-
pletarse, en al menos el 60 por 100 de las viviendas principales de cada
uno de los municipios de 5.000 o más habitantes, en los plazos máximos
que se indican a continuación:

Población del municipio: Mayor de 10.000 habitantes. Plazo: Doce años.
Población del muncipio: Entre 5.000 y 9.999 habitantes. Plazo: Quince

años.

Y en, al menos, el 50 por 100 de las viviendas principales del resto
de los municipios integrantes de la demarcación en el plazo máximo de
veintitrés años, a contar desde la formalización de los contratos conce-
sionales.

7.o Se permitirá la utilización de sistemas de radio SDVM de forma
permanente en la red de aquellos municipios con una población inferior
a 5.000 habitantes. Asimismo, se permitirá la utilización de sistemas de
radio SDVM de forma transitoria en la red de aquellos municipios con
una población comprendida entre 5.000 y 10.000 habitantes. Dicho período
transitorio finalizará al cabo de quince años, a contar desde la adjudicación
del concurso.

Para la extensión de los servicios a municipios cuya población sea
inferior a 10.000 habitantes, podrá ser autorizado, previa solicitud caso
por caso, el uso de radioenlaces en las bandas de frecuencias que téc-
nicamente sea posible, siempre y cuando la disponibilidad de espectro
lo permita, y con anchura de banda ajustada a las canalizaciones dispuestas
en el CNAF en las respectivas bandas.

8.o Con carácter previo a la aprobación de la ampliación de la demar-
cación territorial de Avilés-Castrillón-Corvera de Asturias efectuada por
la presente Orden, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 del Regla-
mento Técnico y de Prestación del Servicio de Telecomunicaciones por
Cable, los concesionarios del servicio de telecomunicaciones por cable
existentes en esta demarcación han manifestado expresamente su renuncia
al ejercicio de cualquier acción indemnizatoria que les pudiera corres-
ponder como consecuencia de la ampliación de la demarcación mencio-
nada.

Tercero.—Notifíquese la presente Orden a los concesionarios del servicio
de telecomunicaciones por cable existentes en esta demarcación, así como
a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y a la Federación
Asturiana de Municipios, en representación de los municipios integrantes
de la demarcación.

Cuarto.—Publíquese la presente Orden en el «Boletín Oficial del Estado».

La presente Orden pone fin a la vía administrativa, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo,
de Contratos de las Administraciones Públicas, y contra la misma podrá
interponerse recurso contencioso-administrativo, previa comunicación de
su interposición a este órgano, ante la Sala de Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses, contados desde el
día siguiente a su notificación, conforme a lo dispuesto en la Ley reguladora
de dicha jurisdicción.

Madrid, 2 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 30 de mayo de 1996),
el Secretario general de Comunicaciones, José Manuel Villar Uribarri.
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ANEXO

Relación de los términos municipales de los Ayuntamientos que cons-

tituyen la ampliación de la demarcación territorial de Avilés-Castri-

llón-Corvera de Asturias

Común Nombre

002 .. . . . . . . . . . . . . . . Aller.
014 .. . . . . . . . . . . . . . . Carreño.
025 .. . . . . . . . . . . . . . . Gozón.
030 .. . . . . . . . . . . . . . . Illas.
031 .. . . . . . . . . . . . . . . Langreo.
033 .. . . . . . . . . . . . . . . Lena.
035 .. . . . . . . . . . . . . . . Llanera.
037 .. . . . . . . . . . . . . . . Mieres.
042 .. . . . . . . . . . . . . . . Noreña.
060 .. . . . . . . . . . . . . . . San Martín del.
066 .. . . . . . . . . . . . . . . Siero.
069 .. . . . . . . . . . . . . . . Soto del Barco.

1434 ORDEN de 2 de diciembre de 1998 por la que se amplía
la demarcación territorial de Castilla y León constituida
para la prestación del servicio público de telecomunica-
ciones por cable y se modifican las concesiones otorgadas
en la misma.

La Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de las Telecomunicaciones por
Cable, modificada parcialmente por la Ley 12/1997, de 24 de abril, de
Liberalización de las Telecomunicaciones, establece el régimen jurídico
del servicio público de telecomunicaciones por cable y de las redes que
le sirven de soporte. En aplicación y desarrollo de la mencionada Ley,
el Real Decreto 2066/1996, de 13 de septiembre, aprueba el Reglamento
Técnico y de Prestación del Servicio de Telecomunicaciones por Cable.

La Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones («Boletín
Oficial del Estado» número 99, de 25 de abril), deroga la Ley 42/1995,
de 22 de diciembre, de las Telecomunicaciones por Cable, excepto en lo
relativo al servicio de difusión de televisión.

No obstante, el apartado 8 de la disposición transitoria primera de
la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, establece
que los procedimientos iniciados antes de su entrada en vigor continuarán
tramitándose hasta el 31 de diciembre de 1998, de conformidad con lo
dispuesto en la normativa anteriormente vigente.

El apartado 1 del artículo 2 de la Ley 42/1995, de 22 de diciembre,
de las Telecomunicaciones por Cable, dispone que el servicio de teleco-
municaciones por cable se prestará por demarcaciones territoriales, defi-
nidas éstas como el ámbito territorial continuo en el que un operador
de cable puede prestar el servicio de telecomunicaciones por cable.

La aprobación y alteración de las demarcaciones territoriales, según
los apartados 3 y 4 del mencionado artículo 2 de la Ley 42/1995, corres-
ponde a los Ayuntamientos respectivos, las Comunidades Autónomas o
el Ministerio de Fomento en función de la extensión de la demarcación
y de si ésta abarca o no a más de una Comunidad Autónoma.

No obstante, en la medida en que el servicio de telecomunicaciones
por cable ha quedado configurado como un servicio público de titularidad
estatal, la propia Ley 42/1995, ante la posible inactividad en este ámbito
de los Ayuntamientos o Comunidades Autónomas, ha establecido el pro-
cedimiento oportuno para que por parte del Ministerio de Fomento se
adscriba a una demarcación territorial para la prestación del servicio de
telecomunicaciones por cable a los municipios que no forman parte de
ninguna de ellas, ya sea estableciendo nuevas demarcaciones, ya sea
ampliando las ya existentes.

En tal sentido, el apartado 5 del ya citado artículo 2 de la Ley 42/1995
dispone que, a partir del 1 de enero de 1998, el Ministerio de Fomento,
previo informe de las Comunidades Autónomas afectadas, podrá establecer
nuevas demarcaciones o ampliar las existentes para la prestación del
servicio de telecomunicaciones por cable, a partir de los municipios que
en esa fecha no formasen parte de ninguna demarcación. Las demarca-
ciones así formadas o modificadas, no estarán sujetas a los límites esta-
blecidos en el apartado 2 del artículo mencionado.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, únicamente
se ha constituido la demarcación territorial de Castilla y León (delimitada

por los términos municipales relacionados en el Acuerdo adoptado con
fecha 20 de junio de 1996 por la excelentísima Junta de Castilla y León,
por el que se constituía la demarcación de Castilla y León y que figuran
en el anexo IV, de la Orden de 18 de febrero de 1997 del Ministerio de
Fomento, «Boletín Oficial del Estado» número 49, de 28 de febrero de
1997). En dicha demarcación territorial se ha convocado y resuelto el
oportuno concurso público, adjudicando la concesión del servicio de tele-
comunicaciones por cable a las siguientes sociedades que licitan conjun-
tamente: «Regional de Telecomunicaciones de Castilla y León, Sociedad
Anónima»; «Unión Fenosa Inversiones, Sociedad Anónima»; «Grupo Eléc-
trico de Telecomunicaciones, Sociedad Anónima»; Caja de Ahorros y Monte
de Piedad de Segovia; Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Ávila; Caja
España de Inversiones-Caja de Ahorros y Monte de Piedad; «Gesprocable,
Sociedad Anónima», y «Supercanal de Cable de España, Sociedad Anónima»,
así como se ha verificado mediante la correspondiente Orden el cumpli-
miento de los requisitos y condiciones exigidos a «Telefónica de España,
Sociedad Anónima», para obtener y ejercitar el derecho a la prestación
del servicio público de telecomunicaciones por cable en dicha demarcación
territorial.

Por todo ello, en virtud de la habilitación contenida en el apartado 5
del artículo 2 de la Ley 42/1995, y una vez que se ha cumplido la fecha
indicada en dicho apartado, el 1 de enero de 1998, procede la ampliación
de la demarcación territorial de Castilla y León a los restantes municipios
que integran la Comunidad Autónoma de Castilla y León, y, en conse-
cuencia, la modificación de la concesiones otorgadas en la citada demar-
cación.

En su virtud, resuelvo:

Primero.—Ampliar la demarcación territorial de Castilla y León cons-
tituida para la prestación del servicio de telecomunicaciones por cable,
a la totalidad de los restantes municipios que integran la Comunidad Autó-
noma de Castilla y León.

Segundo.—Modificar los contratos administrativos de concesión que han
sido formalizados para la prestación del servicio público de telecomuni-
caciones por cable en la demarcación territorial de Castilla y León, en
los siguientes términos:

1.o La demarcación territorial, a tenor de la ampliación efectuada
por la presente Orden, se mantiene adscrita a la categoría A en virtud
de lo dispuesto en el artículo 6 del Reglamento Técnico y de Prestación
del Servicio de Telecomunicaciones por Cable, puesto que la población
total de la demarcación ampliada asciende a la cifra de 2.508.496 de habi-
tantes, según los datos del último padrón municipal.

2.o El plazo de duración de las concesiones, en toda la extensión
de la demarcación territorial, incluida el área geográfica delimitada por
la zona ampliada de la demarcación efectuada por la presente Orden,
es de veinticinco años contados desde la fecha de formalización de los
contratos concesionales, efectuada con fecha 27 de octubre de 1997, prorro-
gable por períodos sucesivos de cinco años de acuerdo con lo establecido
en el artículo 17 del Reglamento Técnico y de Prestación del Servicio
de Telecomunicaciones por Cable.

3.o La inversión mínima exigible a los concesionarios, para la explo-
tación del servicio de telecomunicaciones por cable en el ámbito geográfico
en el que se amplía la demarcación territorial, será de 2.500 millones
de pesetas.

4.o Los concesionarios, como consecuencia del punto anterior, están
obligados a ampliar la garantía definitiva actual en la cuantía de 100 millo-
nes de pesetas en el plazo de un mes contado desde la publicación de
esta Orden, con lo que la garantía definitiva constituida en la Caja General
de Depósitos o en sus sucursales, a disposición del Ministro de Fomento,
para la prestación del servicio de telecomunicaciones por cable en la demar-
cación territorial ampliada mediante la presente Orden ascenderá a la
cuantía total de 1.100 millones de pesetas, que supone el 4 por 100 de
la inversión total mínima exigible.

5.o La cobertura del área geográfica delimitada por la zona ampliada
de la demarcación territorial efectuada por la presente Orden deberá com-
pletarse, en al menos el 50 por 100 de las viviendas principales de cada
uno de los municipios, en un plazo máximo de veintitrés años.

6.o Se permitirá la utilización de sistemas de radio SDVM de forma
permanente en la red de aquellos municipios con una población inferior
a 5.000 habitantes. Asimismo, se permitirá la utilización de sistemas de
radio SDVM de forma transitoria en la red de aquellos municipios con
una población comprendida entre 5.000 y 9.999 habitantes. Dicho período
transitorio finalizará al cabo de quince años a contar desde la adjudicación
del concurso.

Para la extensión de los servicios a municipios cuya población sea
inferior a diez mil habitantes, podrá ser autorizado, previa solicitud caso


